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El presente ensayo, titulado “una consideración histórica sobre la unidad, la
coherencia y la plenitud del ordenamiento jurídico”, pretende mostrar que los
problemas tradicionales de la teoría general del derecho, tales como la unidad,
coherencia y plenitud del ordenamiento jurídico, son susceptibles de ser tratados
desde la perspectiva de disciplinas distintas, como la sociología y la historia del
derecho, desde las cuales supuestas propiedades o estructuras formales de
dichos ordenamientos pueden revelarse como herramientas ideológicas de
dominación política e instrumentos para la realización de intereses materiales
concretos de determinados sectores sociales.
Este trabajo también cuestiona supuestos “rasgos lógicos” de los ordenamiento, al
mostrarlos como características históricas y, por tanto, contingentes.
Para presentar estas tesis: a) muestro un esquema sobre las disciplinas que se
ocupan del derecho, las perspectivas desde la que trabajan y los problemas de
que tradicionalmente se ocupan; b)  describo brevemente el significado de la
unidad, la coherencia y la plenitud de los ordenamientos desde la teoría del
derecho; c) explico cómo las propiedades anteriores son expresiones de
relaciones de poder, para lo cual esquematizo los ordenamientos de la sociedad
feudal, la formación del estado nación y su crisis.
3UNA CONSIDERACIÓN HISTÓRICA SOBRE LA UNIDAD, LA COHERENCIA Y
LA PLENITUD DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO
1. DISCIPLINAS JURÍDICAS QUE SE OCUPAN DEL DERECHO.
Es ya un tópico, entendida esta expresión como lugar común, entre los estudiosos
de las disciplinas jurídicas, que el derecho puede ser abordado al menos desde
tres perspectivas distintas.
La primera intenta describir y explicar el derecho atendiendo su carácter
normativo, estudia a las normas en sí mismas, sus relaciones y la estructura
formal de los ordenamientos de que hacen parte; este estudio da lugar a la Teoría
General del Derecho.
La segunda perspectiva se ocupa de la justicia o aceptabilidad racional de las
normas y da lugar a la Teoría de la Justicia.
Una tercera perspectiva estudia el derecho como un hecho social. Esta última se
centra, no en las normas en sí mismas, sus relaciones y las estructuras formales
de las que participa, ni en la posibilidad de justificarlas moral o racionalmente, sino
en la función que cumplen en la compleja red de las relaciones sociales y el modo
en que los fenómenos políticos, económicos y sociales determinan su creación,
interpretación, aplicación o modificación o son determinadas por ellas; es el
enfoque propio de la sociología del derecho.
En su obra “Teoría General Del Derecho” Bobbio1, con pretensiones
clasificadoras, afirma que la Teoría General del Derecho trata sobre el problema
1 Las referencias a la obra de Norberto Bobbio contenidas en este ensayo aluden al texto de la
“Teoría General Del Derecho”. Editorial Temis S.A., Santa Fe de Bogotá, 2007.
4deontológico, relativo a la validez del derecho, y utiliza un punto de vista formal; la
Teoría de la Justicia se ocupa del problema deontológico del derecho, o sobre su
justicia, desde una perspectiva valorativa, filosófica; y la Sociología del derecho se
ocupa del problema fenomenológico del derecho, o sobre su eficacia.
El siguiente cuadro presenta un panorama sobre las disciplinas académicas que
tienen al derecho como objeto de su saber, el enfoque que las caracteriza, los
criterios de valoración que utilizan y los problemas de que se ocupan.
Enfoque Disciplina Criterios de Problema Reduccionismos
académica valoración
D Filosófico Teoría de la justicia Justicia Deontológico Iusnaturalismo.
E Reduce validez a
R Justicia
E Jurídico Teoría general del Validez Ontológico Positivismo.
C Derecho Hobbes-reduce
H justicia a validez
O Sociológico Sociología jurídica Eficacia Fenomenológico Realismo.
Reduce validez a
eficacia
En el capítulo II de la obra comentada Bobbio afirma que “…estos tres criterios  de
valoración de una norma dan origen a tres clases distintas de problemas,
independientes entre sí, en el sentido de que la justicia no depende de la validez ni
de la eficacia, la validez no depende de la eficacia ni de la justicia  y la eficacia no
depende de la justicia ni de la validez.” y aunque afirma que “esta distinción de
problemas no se debe concebir como compartimientos estancos” y que “los tres
problemas son tres diversos aspectos de un solo problema central, el de la mejor
organización de la vida de los hombres asociados”…, considera perjudicial su
5confusión, principalmente porque otras teorías no hacen esta clara distinción y, por
el contrario, tienden a reducir alguno de estos tres aspectos a los otros dos.
Luego se refiere al derecho natural como teoría que reduce la validez a la justicia,
al positivismo de Hobbes que reduce la justicia a la validez y al realismo jurídico
que reduce la validez a eficacia.
En el capítulo III ibídem reconoce finalmente que estudiará las normas jurídicas
desde un punto de vista formal, que consiste en estudiar su forma,
independientemente de su contenido, es decir, su estructura.
2. LOS PROBLEMAS TRADICIONALES DE LA TEORIA DEL DERECHO.
En la obra citada, Bobbio, luego de intentar una definición del derecho a partir de
las propiedades formales de las normas reconocidas como jurídicas, pasa al
estudio de los problemas típicos de los que se ocupa la teoría del ordenamiento
jurídico: a) El que surge de la pluralidad de normas jurídicas y la necesidad de
reducirlas a una unidad, para lo cual plantea la teoría de la unidad del
ordenamiento, que intenta resolver el problema mediante la concepción del
derecho como conjunto estructurado y jerarquizado de normas y, de modo más
preciso, con la teoría de la norma fundamental; b) El problema que surge con la
contradicción real o aparente entre normas, o antinomias, que intenta resolver con
la teoría de la coherencia o sistematicidad del ordenamiento, mediante la cual se
postulan diversos criterios, (jerárquico, cronológico y de especialidad) para superar
las aparentes antinomias del ordenamiento; c). El problema de las lagunas del
derecho intenta resolverlo mediante la teoría de la plenitud del derecho, la cual
niega la persistencia de lagunas cuando se aplica la analogía y los principios
generales de derecho; y d) el problema de la relación entre ordenamientos, que
6surge la existencia de distintos estados soberanos o de instituciones productoras
de ordenamientos separados, para cuya solución procede a explicar la relación
existente entre ellos y el fenómenos de la remisión.
El siguiente cuadro esquematiza el contenido de la teoría del derecho, sus
problemas tradicionales, las teorías que intentan darles solución y las estrategias
teóricas que utilizan.
TEORIA GENERAL DEL DERECHO
Teoría de la
norma jurídica







¿Cómo reducir a unidad una Teoría de la unidad Jerarquización.
pluralidad de normas? del ordenamiento Teoría de la norma fatal
¿Cómo resolver contradicciones
entre normas? Teoría del sistema Criterios: cronológico.
Antinomías Jurídico Jerárquico, especialidad
¿Cómo llenar
las lagunas?







7Hasta ahora hemos elaborado un esquema simple sobre las disciplinas
académicas que se ocupan del derecho, el punto de vista desde el cual lo hacen y
el criterio de valoración que utilizan; luego hemos pasado a presentar de modo
también esquemático, los problemas tradicionales de la teoría del derecho, entre
los cuales hemos mencionado el de la unidad, la coherencia y la plenitud del
ordenamiento.
La teoría del derecho, sin embargo, utiliza, como dice Habermas en su obra
Facticidad y Validez, la perspectiva del jurista práctico, del especialista, se limita a
trabajar con los datos mismos del sistema jurídico y agrega que “la teoría del
derecho coincide con la dogmática jurídica en privilegiar la perspectiva del juez.
Esto se explica por la posición funcional que la actividad judicial ocupa en el
sistema jurídico en sentido estricto…De la dogmática jurídica se distingue por la
pretensión de suministrar una teoría del orden jurídico en conjunto.”
3. LOS PROBLEMAS DE LA TEORÍA GENERAL DEL DERECHO Y LAS
RELACIONES DE PODER.
En la teoría general del derecho, los problemas de la unidad, la coherencia y la
plenitud del ordenamiento se examinan como si de un problema lógico se tratara.
El carácter general de la teoría deja en un segundo plano y finalmente saca de la
escena toda consideración acerca del carácter histórico del derecho. Los
problemas materia de su análisis son problemas del ordenamiento jurídico “a
secas”, no de ordenamientos concretos, materiales, existentes en una sociedad
específica, ubicada en un tiempo, un espacio y unas condiciones singulares de
existencia. El tratamiento del derecho con abstracción de sus singularidades y su
historicidad es pues algo específico de la teoría general del derecho.
8Este modo ahistórico de tratar los problemas del derecho parece tener una
justificación muy fuerte por parte de algunos teóricos que declaran abiertamente
que su interés intelectual es el de esclarecer cuales son las estructuras lógicas o
propiedades lingüísticas en que se expresa el derecho. Así las cosas, apelan a
ciertas propiedades universales de las palabras, de la argumentación, o del
lenguaje en que el derecho consiste. Y ciertamente resulta imposible negar que el
derecho es lenguaje y pensamiento y en cuanto tales, susceptible de ser
estudiado por la lingüística, por la filosofía del lenguaje, por la lógica, por la teoría
de la argumentación y que muchas de esas disciplinas pueden mostrar ciertas
estructuras, propiedades o relaciones formales del derecho.
Parece que la descripción de esas estructuras y relaciones formales no explican el
desarrollo histórico del derecho, sus contenidos, los intereses que se ocultan o se
revelan en él. ¿Puede en cambio el análisis histórico del derecho dar cuenta del
surgimiento de determinadas estructuras, “pretendidamente formales”?; ¿puede
dar cuenta de las razones, los intereses, los motivos, el tiempo, el modo, el lugar,
las personas o clases de personas que hacen surgir esas estructuras?
Intentaremos ahora, salir de la perspectiva del jurista práctico, tomaremos
distancia del tipo de estudios que se concentra en el análisis de las estructuras
formales de los ordenamientos jurídicos e intentaremos trasladar los temas
relativos a la unidad, la coherencia y la plenitud del derecho al análisis de las
relaciones de poder, perspectiva que toma al derecho, no como la totalidad del
fenómeno estudiado y ni siquiera como la parte mas importante, sino como un
elemento más en la compleja red de las relaciones sociales, y sobre todo, como
un elemento que tiene un uso instrumental.
Trataremos la unidad, la plenitud y la coherencia, no como rasgos lógicos, o como
propiedades necesarias de los ordenamientos, sino como características históricas
y contingentes que el derecho adquiere para realizar intereses materiales de
9actores sociales concretos y que se justifican teóricamente para legitimar poderes
con pretensiones hegemónicas.
4. LA HISTORIA DE LA UNIDAD, LA COHERENCIA Y LA PLENITUD DEL
DERECHO.
Desde un punto de vista histórico es posible demostrar que la unidad del
ordenamiento, su coherencia y su plenitud no son propiedades o características de
cualquier ordenamiento jurídico, sino del ordenamiento de una sociedad particular,
precisamente la sociedad burguesa, cuyo proceso de formación se desarrolla
paralelamente con el del Estado - nación.
La sociedad feudal estaba organizada por estamentos que participaban en la
estructura de poder político, económico y social.
Es ampliamente reconocida en la teoría constitucional el concepto de la
constitución mixta medieval, 2 utilizado para explicar que en esta forma específica
de sociedad no existía un poder soberano, sino una pluralidad de poderes, ni
existía una concentración de poderes y funciones como las que terminó
asumiendo el Estado Moderno.
El imperio, el rey, la nobleza, la iglesia, y llegado su momento las ciudades con
sus fueros jurídicos, compartían una serie de funciones y prestaban servicios que
progresivamente se fueron concentrando. La producción del derecho, la
administración de justicia, la capacidad de exacción fiscal, lo servicios de
2 Sobre este tema, ver Fioravanti, Mauricio, Constitución de la antigüedad a nuestros días, Editorial
Trotta, Madrid, 2001. De igual modo, Bastida Freixedo, Xacobe, El silencio del Emperador, un
ensayo sobre la unidad del ordenamiento jurídico,  Editorial UNIBIBLOS, Universidad Nacional de
Colombia, Bogotá, 2001.
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seguridad mediante cuerpos armados, en la sociedad feudal se encontraban
atomizados. Tal forma de organización de la sociedad servía a su reproducción.
En la sociedad feudal europea distintos actores sociales producían derecho, entre
ellos el imperio, la iglesia, el rey o los príncipes, una amplia gama de señores, las
ciudades a través del ejercicio de fueros que le fueron reconocidos
progresivamente, y también las comunidades locales a través de sus costumbres
inmemoriales.
El poder político, entendido como el poder que está en condiciones de emitir
mandatos obligatorios a una comunidad y sobre un territorio con la posibilidad de
imponerse en última instancia por la fuerza, estaba fragmentado; se expresaba
mediante una pluralidad de ordenamientos jurídicos, cada uno de los cuales tenía
respaldado en diversas instancias coactivas.
Los atributos de unidad, integración, sistematicidad, coherencia y plenitud, son
predicables de un ordenamiento jurídico; pero como de hecho no existía uno solo
sino varios ordenamientos jurídicos en la sociedad feudal, los atributos anotados
no le correspondían.
Tales características hubieran expresado la pretensión de uno de los poderes que
componían la constitución mixta de eliminar o desconocer el poder de los demás.
El derecho de la sociedad feudal consistía en una pluralidad de ordenamientos, los
cuales entre sí no necesitaban guardar la mayor coherencia. Es así como,
mientras en el feudo la condición de los hombres se mantenía ligada a la tierra, en
las ciudades medievales comenzaron a considerar a los individuos como sujetos
de derecho, como iguales entre quienes era posible establecer relaciones
contractuales. La tributación de los siervos y de los miembros de las ciudades
estaba sujeta a regulaciones de diverso origen. Cada estamento estaba sujeto a
diversos regímenes jurídicos.
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No era posible en la sociedad feudal apelar a la jerarquía de las normas, pues el
reconocimiento de la superioridad de un tipo de norma implicaría el
reconocimiento de la superioridad del poder que la producía. En una sociedad con
poderes en estado de equilibrio, a lo sumo se puede hablar de coordinación. En
tales condiciones ¿cual unidad efectiva?
No debemos, sin embargo, suponer que en la sociedad feudal no existía una
tendencia hacía la unidad, la coherencia, sistematicidad o plenitud de los
ordenamientos, pero tal propensión venía dada por la pretensión de imposición
hegemónica de alguno de los poderes existentes.
Es corriente encontrar en textos de teoría del derecho la tesis de que la unidad del
ordenamiento en la sociedad feudal venía dado por la adhesión de los mandatos
de las diversas fuentes de producción del derecho a los principios de la ley natural,
divina o eterna. Admitir que ello ocurrió de hecho, históricamente, sería reconocer
el dominio hegemónico de la iglesia en el plano político.
Pero así como la Iglesia pretendía imponer su derecho sobre los demás
estamentos y poderes constituidos en esa sociedad de poder desconcentrado,
estos pretendían lo propio. No obstante, el relativo equilibrio de los poderes
terminó rompiéndose a favor de uno de ellos, precisamente el que constituía la
naciente clase burguesa.
¿Que razones históricas particulares condujeron a la burguesía a imponer su
poder sobre los demás?, y ¿cuales las razones para que el derecho adquiriera las
características “formales” que hoy le conocemos?
En primer lugar, para la burguesía la pluralidad de ordenamientos, sus
contradicciones y vacíos, constituían un límite. La producción y el intercambio libre
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de bienes y servicios con fines de acumulación no resultan posibles si no se dan
condiciones de seguridad y previsibilidad, y ello solo es posible mediante un
proceso de racionalización de la producción jurídica y de la aplicación del
derecho.3
No es posible la producción capitalista si el derecho, provenga de la fuente de que
proviniere, no reconoce la propiedad privada sobre los medios de producción; si
no se unifican los precios, las medidas, los pesos, la unidad de cambio; si no se
unifican igualmente las reglas relativas al intercambio, a la exigibilidad de las
obligaciones derivadas de los contratos, y las reglas relativas al pago de los
impuestos. Y sobre todo, no es posible producción y acumulación capitalistas si
todas las personas no están sometidas a un mismo régimen jurídico que los
reconozca como iguales, puesto que sin igualdad jurídica no es posible
contratación de la fuerza de trabajo y enajenación de los bienes producidos.
El proceso de desarrollo de la burguesía explica también la formación de los
Estados Nación, surgidos de la capacidad de los reyes para acrecentar su poder a
costa del de los señores feudales y de la Iglesia.
Los reyes, necesitados de recursos para financiar sus ejércitos se vieron
fortalecidos por la capacidad de tributación de la naciente clase burguesa. Y los
burgueses se aliaron a los reyes para obtener de ellos las condiciones que
favorecieran la reproducción de sus actividades lucrativas- Las condiciones
anotadas se produjeron, desde el punto de vista jurídico, mediante los fueros que
los reyes otorgaron a los municipios para que desarrollaran su propio gobierno y
legislación con independencia de las tradicionales imposiciones de los señores.
Para los burgueses nada mejor que pagar impuesto a un solo señor y obtener de
él reglas uniformes para el ejercicio del comercio.
3 Sobre el proceso de racionalización del derecho, Weber, Max, Economía y Sociedad, Fondo de
Cultura Económica, México, 1997.
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Resulta complejo mostrar el proceso mediante el cual se formaron los Estados -
Nación bajo la forma del estado absolutista y cómo las guerras de religión
condujeron a la quiebra de las pretensiones hegemónicas de la Iglesia, dejando un
espacio llenado por los monarcas.4
Para efectos del desarrollo de nuestras ideas es suficiente con mostrar que en la
medida en que el poder político se concentró, con él se concentró la producción
jurídica. En la medida en que un poder se hace hegemónico su derecho se vuelve
cada vez mas coherente, no por razones simplemente lógicas, sino por motivos
pragmáticos.
El monopolio de la voluntad de poder de una clase social implica la orientación de
la legislación y de la justicia hacia unos mismos fines y de allí se derivan su
coherencia. La plenitud de su poder implica la realización plena de sus intereses.
El proceso de formación del estado moderno es pues un proceso de unificación
del poder político sin el cual el desarrollo de la forma de producción capitalista no
hubiera sido posible. La racionalización creciente de la vida con arreglo a fines de
la que hablara Weber, que caracteriza al capitalismo, en el ámbito jurídico se
expresa en la formación de un aparato de funcionarios que se ocupan
profesionalmente de la prestación de servicios que en la sociedad feudal
estuvieron desconcentrados.
La formación de un aparato burocrático que progresivamente monopoliza el poder
político y se ocupa profesionalmente de prestar servicios como legislación,
administración de justicia y de impuestos, servicios de seguridad a través de
4 Sobre las guerras de religión y el desarrollo del constitucionalismo en Francia, Mateucci, Nicola,
Organización del poder y libertad, Editorial Trotta, 1998, Madrid.
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policía y ejército, diplomacia y otros, constituye lo que conocemos como el Estado
moderno; aparato al servicio del poder de una clase social, la burguesía.
5. LA CRISIS DEL ESTADO NACION Y LA PERDIDA DE UNIDAD,
COHERENCIA Y PLENITUD DE LOS ORDENAMIENTOS JURIDICOS.
Como hemos visto, en su proceso de desarrollo como clase social la burguesía
concentró en sus manos un aparato burocrático con funciones de producción y
aplicación del derecho, entre otras, con exclusión de las antiguas instancias de
poder de la sociedad feudal, con vista a la realización de sus intereses materiales.
Jurídicamente el monopolio del poder se expresa en el concepto de soberanía,
desarrollado inicialmente por los príncipes para desconocer el poder de la Iglesia y
luego como medio para desconocer cualquier pretensión de producción jurídica
distinta del mandato expresado en la ley.
A partir de las revoluciones burguesas, sobre todo la francesa y la norteamericana,
y de la lucha de los ingleses representados en el parlamento por hacer prevalecer
ante el rey sus derechos y privilegios tradicionales, se desconoció el carácter
jurídico de cualquier norma que no hubiese sido emitida en forma de ley o
autorizada por ella.
La Ley no era otra cosa que los mandatos, prohibiciones o autorizaciones de
carácter general y abstracto emitidos por un cuerpo político compuesto por los
representantes de la burguesía.
El desarrollo capitalista, sin embargo, produce una nueva clase social, el
proletariado, cuyos intereses no están expresados en la ley. Recordemos que la
representación política fue, hasta bien avanzado el siglo XIX, una posibilidad
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exclusiva de los propietarios, y quienes no podían demostrar determinados niveles
de renta, educación y otras condiciones sociales, no participaban de los procesos
de formación de la voluntad política del estado a través de la ley.
El surgimiento de la clase obrera organizada introduce ya un primer elemento de
crisis frente a las nociones de unidad, coherencia y plenitud, puesto que los
derechos, garantías y reivindicaciones que estos reclaman, contradicen los valores
y fines del capitalismo. Con las luchas obreras surge la noción de derechos
económicos y sociales y la necesidad de conciliar intereses contradictorios en el
nivel constitucional.
Son ampliamente conocidas las tesis de Zagrebelsky en el sentido de que la
unidad del ordenamiento jurídico y su coherencia intrínseca en la sociedad
burguesa le vienen dadas por la unidad de los intereses que se expresaban en la
ley, y que esta unidad se quiebra y se pone en cuestión en la medida en que la
sociedad se vuelve pluralista. 5
Señala el autor comentado que en el siglo XIX la coherencia de las
manifestaciones de voluntad del Estado fue asegurada por la vigencia del principio
de legalidad, en virtud del cual tanto la administración como la jurisdicción,
quienes reclamaban los privilegios del antiguo régimen para la toma de decisiones
autónomas, fueron sometidas a la ley.
Anota que la coherencia de las leyes entre sí, la unidad del ordenamiento
entendido como la posibilidad de ser reconducido a principios y valores
sustanciales y  la sistematicidad del mismo no constituían problema alguno porque
ellos “venían asegurados por la tendencial unidad y homogeneidad de las
orientaciones de fondo de la fuerza política que se expresaba a través de la ley,
5 Zagrebelsky, Gustavo, El derecho dúctil. Ley. Derechos, justicia. Editorial Trotta, Madrid, 2003.
Las citas que siguen fueron traídas del capítulo segundo de la obra comentada.
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sobre todo porque la evolución de los sistemas constitucionales había asegurado
la hegemonía de los principios jurídicos y políticos  de la burguesía liberal”; al
punto que  se reconocía su superioridad sobre cualquier acto jurídico o documento
constitución al de la época. Y agrega:
“una sociedad política monista o monoclase, como era la sociedad liberal del
siglo pasado, incorporaba en sí las reglas de su propio orden”…las fuerzas
antagonistas, en lo esencial, aparecían neutralizadas y no encontraban
expresión en la ley. El proletariado y sus movimientos políticos eran mantenidos
alejados del Estado mediante la limitación del derecho de voto. El catolicismo,
única fuerza religiosa que hubiera podido plantear conflictos, cuando no venía
integrada en el derecho común permanecía al margen del mismo (…) En este
panorama, el monopolio político legislativo de una clase social relativamente
homogénea determinaba por sí mismo las condiciones de la unidad de la
legislación. Su coherencia venía asegurada fundamentalmente por la
coherencia de la  fuerza política que la expresaba sin necesidad de
instrumentos constitucionales ad hoc. Dicha coherencia era un presupuesto que
la ciencia jurídica podía considerar como un rasgo lógico  del ordenamiento,
sólidamente construido sobre algunos principios y valores esenciales y no
discutidos en el seno de la clase política: los principios y valores del Estado
nacional liberal”.
Estos principios del ordenamiento, es decir, su propia unidad, nacían, pues, de
una unidad presupuesta que al ser fundamental tampoco tenía que ser
expresada en textos jurídicos. Sobre la base de esta premisa, la ciencia del
derecho podía mantener que las concretas disposiciones legislativas no eran
más que partículas constitutivas de un edificio jurídico coherente, y que, por
tanto, el intérprete podía recabar de ellas, inductivamente o mediante una
operación intelectiva, las estructuras que lo sustentaban, es decir, sus
principios. Este es el fundamento de la interpretación sistemática y de la
analogía, dos métodos de interpretación que, en presencia de una laguna, es
decir, de falta de una disposición expresa para resolver una controversia
jurídica, permitían individualizar la norma precisa en “coherencia” con el
sistema. La sistematicidad acompañaba, por tanto, a la “plenitud” del derecho”.
No obstante, las relaciones entre la ley, la administración y los ciudadanos no se
mantuvo inalterable, como tampoco los caracteres de generalidad y abstracción de
las leyes; menos aún la homogeneidad de sus contenidos, todo ello como
consecuencia del surgimiento de nuevas fuerzas políticas y sociales que entran en
conflicto con la pretensión de crear y modificar las estructuras del Estado
democrático de derecho.
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En esa medida desparecen los caracteres de unidad, coherencia, sistematicidad y
plenitud del ordenamiento jurídico centrado  en la ley, la cual pierde su condición
de garante de estabilidad y se convierte en un nuevo problema.
La descripción anterior sirve al autor comentado para proponer un modelo de
Estado constitucional de derecho en donde la Constitución cumple una función
unificadora, que ley ya no puede cumplir y cuyo alcance no interesa a los fines de
este trabajo, respecto del cual bastan con las anotaciones anteriores que revelan
el carácter histórico de los rasgos pretendidamente lógicos y atemporales que se
le atribuye en la teoría general del derecho.
Pero, el lugar central que el Estado Nación había venido ocupando como espacio
geográfico y forma de organización social básica del sistema capitalista y su papel
de monopolizador de la producción jurídica (que garantiza su unidad, coherencia y
plenitud), no resulta tan afectado por la acción de la clase obrera y por los
movimientos sociales que exigen reivindicaciones de diversa índole, como por la
necesidad misma de reproducción del capital.
En el ámbito académico es estudiado ampliamente el proceso de la globalización
de la economía y sus efectos sobre el papel del Estado - Nación y resulta evidente
que éste ha perdido el monopolio de la producción jurídica tanto por causas
internas como externas; entre estas últimas la formación de organizaciones
internaciones y transnacionales, de derecho publico y privado que han ido
asumiendo competencias normativas que vinculan tanto a los Estados como a los
ciudadanos de esos Estados.
El concepto de soberanía estatal o de soberanía de la ley ya no puede invocarse
con el mismo sentido originario.
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Ahora bien, algunos teóricos del derecho, desde diversas perspectivas,
Zagrebeksky desde el constitucionalismo, Luis Eduardo Farías a partir del análisis
del cambio de paradigma del sistema jurídico, y otros, han venido mostrando cómo
la teoría del derecho que podríamos llamar tradicional (la que básicamente desde
el positivismo jurídico se ha ocupado de desarrollar in extenso teorías que se
ocupan de los problemas de la unidad, la coherencia o la plenitud del
ordenamiento jurídico) ya no responden a las exigencias y necesidades de los
nuevos procesos económicos y sociales del capitalismo contemporáneo y
proponen nuevos modos de entender la naturaleza del derecho, sus atributos,
caracteres o propiedades, así como su función, y la necesidad de una nueva
teoría que supere los agotados paradigmas del positivismo jurídico.
Sin embargo, desde la perspectiva de quienes atribuyen a los caracteres  de
unidad, coherencia y plenitud de los ordenamientos jurídicos nacionales
burgueses, funciones orientadas a garantizar la hegemonía de los intereses del
capital, si bien es innegable la crisis del Estado Nación y el surgimiento de
ordenamientos jurídicos intra y supraestatales, así como transnacionales, con la
reproducción de ciertas características del pluralismo jurídico medieval, no podrían
encontrar en la nueva situación las causas que produjeron aquél.
La crisis de la teoría positivista del derecho del Estado Nación, sería una crisis
temporal, pues si es correcta la apreciación de que el capitalismo requiere unificar
las condiciones necesarias para reproducirse,  y de allí la fuerza que genera la
unidad del ordenamiento, la nueva situación no podría interpretarse sino como la
recomposición de la unidad de los ordenamientos en una unidad superior, ya no
en el nivel nacional, sino en el nivel global.
El nuevo fenómeno de la ruptura de la unidad del ordenamiento y de su
coherencia sería percibido por quienes en el nivel del estado nación pretenden
asegurar intereses distintos de los del capital globalizado; para estos la unidad que
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debe garantizarse es la del derecho nacional y se percibiría como amenaza la
pluralidad surgida de contextos de poder que trascienden lo local. Para los
segundos, es decir, para los interesados en lograr una unidad global del derecho
con fines a la realización de sus intereses, el pluralismo amenazante es el
producido por el diferente tratamiento que los estados nacionales pretenden darle
a las prácticas que los afectan, sobre todo con la consagración de cláusulas que
garantizan derechos económicos y sociales que limitan la autonomía de la
voluntad.
6. CONCLUSIONES
Los argumentos expuestos ponen de presente que atributos formales de algunos
atributos de los ordenamientos jurídicos, como su unidad, coherencia y plenitud,
son apenas aparentes y, en realidad, constituyen la expresión de procesos
históricos de dominación social a cargo de sujetos identificables, con intereses
políticos, económicos y sociales concretos.
La unidad, la coherencia y la plenitud de todo ordenamiento jurídico es la
expresión de la voluntad de poder de una clase social interesada en la realización
de sus intereses. Cuando esa voluntad de poder no encuentra los medios
materiales para imponerse, surge una situación de pluralismo jurídico.
Para demostrar las afirmaciones anteriores, basta con describir la tendencia a la
unidad, coherencia y plenitud de los ordenamientos que surgió por la pretensión
de dominio de la iglesia en ciertos periodos de la edad media; el abierto pluralismo
jurídico de la alta edad media y la efectiva unidad del ordenamiento lograda por la
naciente burguesía cuando logró concentrar en sus manos el poder político
mediante el monopolio de la producción jurídica, la administración de servicios
públicos, la exacción fiscal, la justicia, el ejército y la policía, etc., como
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consecuencia de la contradicción y debilitamiento de la nobleza y la iglesia, el
desarrollo de las relaciones capitalistas y las guerras europeas de religión.
El avance del capital globalizado conduce a una situación en que la que Estado -
Nación todavía expresa una tendencia a la unidad interna de su ordenamiento que
resulta desafiada por la pretensión de actores económicos y políticos
transnacionales que pretenden imponer reglas para la reproducción del capital
distintas de las generadas por los órganos nacionales de producción jurídica,
situación que corresponde a un nuevo pluralismo jurídico.
La pretensión del capital transnacional es el logro de una nueva unidad efectiva
del derecho a la medida de sus intereses.
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